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Causa N° 9393

“C., R. O. y

C., C. C.

S/ Recurso de Casación”RR

En la ciudad de La Plata a los treinta días del mes de noviembre del año dos mil seis, siendo las ....... hs., se reúnen en acuerdo ordinario los Jueces de la Sala Primera del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Horacio Daniel Piombo, Benjamín Ramón Sal Llargués y Carlos Angel Natiello, con la presidencia del primero de los nombrados, para resolver en causa N° 9393 de este Tribunal, caratulada “C., R. O. y C., C. C. s/ recurso de Casación”. Practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación debe observarse el orden siguiente: PIOMBO - SAL LLARGUES - NATIELLO, procediendo los nombrados magistrados al estudio de los siguientes:




A N T E C E D E N T E S

I.- El 08/2/2002 el Tribunal Criminal N° 1 del Departamento Judicial Trenque Lauquen condenó a R. O. C., por resultar autor del delito de hurto calificado, a la pena de cuatro años de prisión con declaración de segunda reincidencia; y a C. C. C. a la pena única de cuatro años y seis meses de prisión, por encontrarlo autor de hurto calificado y violación de domicilio reiterada –dos hechos-, en concurso real en causa 682/218 (de esa sede) y robo simple en concurso real con robo simple en grado de tentativa, en causa 18.383 y agregadas, del Juzgado en lo Criminal y Correccional 2 departamental.

II.- Contra dicho decisorio interpone recurso de Casación la Defensora Oficial departamental, abogada Ma. Elena Amantegui, por entender errónea y arbitrariamente aplicados los arts. 1, 210, 371, 373 y 375 del C.P.P. impugnando el cuerpo del delito, calificación y autoría atribuidos a sus asistidos. Subsidiariamente, solicita la aplicación de la figura contemplada en el art. 163 inciso 1 del C.P., y quita de la figura de violación de domicilio para su asistido C. C., por aplicación del art. 152 del C.P. 

En cuanto al cuerpo del delito, no lo entiende conformado puesto que los testigos se refirieron en audiencia a la mañana del 1º de diciembre de 2000 como el día del ilícito, mientras que la requisitoria fiscal lo ubica entre la noche de esa fecha y la mañana del día 2. Entiende que si no es el propio testigo el que introduce la adecuación temporal, no la puede suplir el juzgador para adecuar los hechos para tener por configurado el delito. Entiende violada la plataforma fáctica contenida en la requisitoria y trasgredida la imparcialidad del juzgador, al haberse valorado los testimonios del personal policial en detrimento de los espontáneos y sinceros dichos de M. y B., que desincriminarían a R. C.. Además, entiende como probado solamente el encuentro de un vehículo con seis lanares en su   interior, más no los ocupantes del mismo, quienes habrían fugado, por lo que solicita la absolución de sus asistidos.

Respecto a la calificación legal, entiende como no configurada la agravante de la utilización de un medio de transporte, dadas las pésimas condiciones en que estaría el vehículo utilizado para la sustracción. Luego, la emprende contra la figura del art. 150 del C.P. atribuida a C. C., por violación del principio acusatorio que debe regir en el proceso penal y por exhibir carencia de la necesaria fundamentación legal. 

Por último, se agravia de las atenuantes y agravantes mensuradas, en tanto entiende erróneamente descartado el buen concepto alegado y probado por testigos, y asimismo, mal mensurada la agravante de nulo propósito de enmienda, en tanto los antecedentes traídos al proceso distan de tres años antes de la fecha del ilícito. Solicita por tanto, sustancial reducción del monto punitivo aplicado a sus asistidos. 

III. Llevada a cabo la audiencia de informes, el Defensor Adjunto de Casación, Dr. Víctor Violini, mantiene el recurso de origen, mientras que el Fiscal titular del Cuerpo, Dr. Carlos A. Altuve, propugna el rechazo por encontrar la sentencia en un todo adecuada a derecho.
IV. Hallándose la causa en estado de dictar sentencia, los magistrados de referencia en el inicio de esta relación resolvieron plantear y resolver las siguientes: 




C U E S T I O N E S 


1ra.) ¿Es admisible el recurso de Casación deducido?


2da.) ¿Se encuentra prescripta la acción penal respecto de los delitos de los arts. 150 y 164, en función del 42 del C.P., atribuidos a C. C. C.?

3ra.) En su caso: ¿está probada la materialidad del hecho y la autoría de los encartados?

4ta.) ¿Resulta errónea la calificación legal subsistente? 

5ta.) ¿Se manifiesta contraria a derecho la mensuración de la pena impuesta?

6ta.) ¿Qué fallo corresponde emitir?

A la primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:

La sentencia fue notificada por su lectura el 08/2/2002, formulándose reserva de recurrir en casación a los siete días y depositándose el recurso a los veinte días de aquel primer acto, por lo cual la temporalidad resulta abastecida.

A su vez, el remedio pone de manifiesto los motivos de agravio, se fundamenta en derecho y se puntualiza la decisión que se estima procedente, todo respaldado por documentación certificada al efecto. Así las cosas, impugnándose una sentencia incuestionablemente definitiva, conduce a aseverar la admisibilidad del remedio intentado.

Voto por la afirmativa.

A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:

Adhiero al voto del doctor Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Voto por la afirmativa.

A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero al voto de los colegas preopinantes, en  igual sentido y por los mismos fundamentos.

Voto por la afirmativa.
A la segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:

1. Conforme a la descripción fáctica contenida en el veredicto que tengo a la vista, la fecha crítica quedó fijada el 08/02/2002, data de la lectura de la sentencia atacada. De ahí en más comenzaron a correr, primero cumulativamente y ahora, por imperio de la ley más benigna, separadamente los plazos de prescripción de los delitos de violación de domicilio y robo simple en grado de tentativa, plazo que resulta ser de dos y tres años a tenor de los arts. 150 y 164 (42) del C.P. O sea que en ambos casos, de no haberse producido la interrupción del decurso del lapso por la comisión de otro delito –la cual, como consecuencia de la presunción de inocencia que acompaña a todo imputado, debe estar dada por acreditada en una sentencia condenatoria pasada en autoridad de cosa juzgada (art. 14 P.D.C. y P.)-, lleva insoslayablemente a la declaración de extinción de la acción penal por tales antijurídicos. De ahí que, pronunciada en esta sentencia la extinción presuntamente ocurrida por el sólo transcurso del tiempo, el decisorio pasará a ser definitivo una vez glosados los informes del Registro Nacional de Reincidencia con negativo resultado, trámite que cabe encomendar al Tribunal Criminal N° 1 del Departamento Judicial de Trenque Lauquen interviniente en autos.

2. Dejo específicamente aclarado que al arribar al lapso de tres años, dejé sentado el corolario de una tesis que debo explicitar para que mi voto sea, tal como lo quiere la Corte Suprema de Justicia de la Nación, “derivación razonada del Derecho vigente”.

3. La tesis que sostengo, que en su momento fue consagrada por un plenario de la Cámara Penal del Departamento Judicial de La Plata –hoy Cámara 3ra. de Apelación y Garantías- (ver “La Ley” on line, referencia al pronunciamiento de su Sala III del 28/4/1978 en causa “Ramos, José A.”; Cámara III, Registro 148 de fecha 24/8/1982) al cual adherí como miembro de dicho tribunal de grado, la he seguido aplicando en conformidad a que consulta la necesidad de otorgar mayor latitud al magistrado permitiendo adaptar mejor la sanción a un daño en menor grado objetivable.

Voto por la afirmativa.

A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:

Desde mi desempeño como juez en la Cámara Tercera de Apelación en lo Penal de la Plata me he pronunciado conforme al fallo “Ach” que procede interpretando que el mínimo se reduce a un tercio y el máximo a la mitad de la pena  amenazada.

Con ese agregado, adhiero al voto del doctor Piombo.
Voto por la afirmativa.


A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero a la prescripción que propone el Doctor Piombo de los ilícitos contemplados en los artículos 150 y 164 (42) del C.P. aunque en este último supuesto por entender que ha transcurrido a su respecto el plazo de cuatro años que resulta ser el máximo de duración de la pena computable (conforme el art. 62 inc. 2 del C.P.) a esos fines (art. 67 ley 25.990).

Es que a mi juicio en los ilícitos tentados la pena a aplicar debe disminuirse en la mitad del mínimo y en un tercio del máximo (cfr. Plenario “Falcón” del 30/9/94 de la Cámara de Apelación en lo Criminal y Correccional del Departamento Judicial Quilmes). 

Sostuve en aquella oportunidad que:

 “...Lo que deberá realizar el juez es lo siguiente: Calculada la pena del delito consumado, la disminuirá de un tercio a la mitad. Interpretando literalmente el precepto, se obtendrá que “lo menos” que puede disminuir es la tercera parte de la pena calculada para el delito consumado; y “lo más” es la mitad.- Otro tipo de disminución sería inadmisible –por lo menos con la actual redacción de la norma- pues implicaría alterar gramatical y lógicamente el precepto legal. 

No se trata de argumentos “peligrosistas” sino legales y realistas.

Pero no lo estoy diciendo yo, lo dijo ya el maestro Soler, quien sostenía que el Juez al imponer una pena en el caso de un delito tronchado por motivos ajenos al agente, debía realizar un procedimiento partiendo de una operación mental, disminuyendo en un tercio como mínimo y la mitad como máximo la pena que tendrá que imponer, teniendo como presupuesto de base, la pena que le hubiere correspondido al hecho consumado.

Esa interpretación literal, si se quiere, del art. 44 del Código Penal, no es ni antidogmática, ni arbitraria, ni “hipotética”. No exige más operaciones lógicas que las de la sentencia relativa a un delito consumado, con el solo aditamento de esa segunda “operación mental”, que siempre quedará en el fuero íntimo del juzgador (recordando las opiniones del Dr. Francisco José Sotelo).

Entrando, ahora sí, al tratamiento de la cuestión sometida al Acuerdo, sostiene el Doctor Jorge Hugo Celesia –acertadamente- que dos son los aspectos que provocan dificultades interpretativas en el primer párrafo del artículo 44.

El primero es dilucidar ¿cuál sería la escala penal que debería aplicarse en caso de un delito tentado?.

El segundo ¿cuál es el procedimiento a seguir para llegar a esa individualización, ante un caso concreto?.

Ingeniosamente mi colega preopinante centra la cuestión en la primera de las dificultades interpretativas, en orden a la manera como fuera planteada –no menos ingeniosamente- por el Doctor Agustín P. Alvarez Sagarra:

¿Cómo debe entenderse que la pena prevista para el delito consumado se disminuya de un tercio a la mitad en el caso de la tentativa?.

Planteada la cuestión en estos términos, el tema a acordar será la escala que deberá tenerse en cuenta para individualizar la pena, quedando fuera del debate lo referente a los presupuestos sobre los cuales deberá efectuarse esa reducción, sin que sea necesario referirse, obviamente a “procedimientos hipotéticos” o de cualquier otro tipo.

Objetando las interpretaciones que en todos los casos llegan a desvirtuar la letra de la ley, es de destacar que a partir de dichas interpretaciones de la ley –respetables por cierto- puede llevarse a hacerle decir algo que nunca dijo el legislador, es un procedimiento peligrosísimo en el campo del Derecho –y en especial en el del Derecho Penal que no admite siquiera las aplicaciones analógicas.

Estos procedimientos que parten de la originaria opinión de Nuñez, en la Segunda edición de su obra “Derecho Penal Argentino” Ed. OMEBA, Bs. As., 1965, que fuera posteriormente abandonada por este autor, a partir de la tercera edición de su manual de Derecho Penal, Parte General, y que mantuvo hasta el presente, (Nuñez Ricardo G. “Las disposiciones generales del Código Penal”. Edic. LERNER, Córdoba, 1988, págs. 167 y siguientes), fueron acertadamente criticadas por el Tribunal Superior de Córdoba cuando sostuvo que “No es aceptable la interpretación según la cual la fórmula de art. 44, primera parte, del Código Penal, debe ser entendida como que la escala de la tentativa tiene como mínimo el tercio del mínimo de la escala del delito consumado, porque transformar la disminución, legalmente prescripta, o sea: “de un tercio”, altera gramatical y lógicamente el precepto. El mínimo de la pena de la tentativa es la mitad (y no el tercio) del mínimo de la escala fijada para el caso de consumación. (S. 25-09-72, nº33; “BARBERA de RISO, María Cristina”; Doctrina Penal del Tribunal Superior de Justicia de Córdoba”, Vol. I, pág. 301).

La reducción que manda realizar el primer párrafo del art. 44 del Código Penal es “de un tercio” “a la mitad”, o cualquier otra escala aritmética intermedia; no podrá interpretarse lógica y gramaticalmente de otra manera... en tal sentido propongo al Acuerdo que la pena prevista para el delito consumado se deberá disminuir un tercio como mínimo y la mitad como máximo, (o lo que es lo mismo: la pena a aplicar irá de la mitad del mínimo a los dos tercios del máximo de las escala fijada para el respectivo delito consumado) o sea que la pena definitivamente a aplicar en caso de delito tentado, no deberá ser inferior a la mitad del mínimo, ni ser superior a los dos tercios del máximo, porque la quita que el Juez está habilitado –y obligado a hacer- sólo podrá ser de un tercio a la mitad (o escala aritmética intermedia) de la que correspondiera en caso de delito consumado, aunque todo esto parezca una verdad de perogrullo...”.

Voto en consecuencia por la afirmativa.

A la tercera cuestión planteada el señor Juez,  doctor Piombo, dijo:

1. El agravio referido a la alegada temporalidad discrepante –en el caso: entre la marcada en la audiencia del art. 338 del C.P.P. y puntualizada en la requisitoria de elevación a juicio-, y que se concretaría en la diversidad de fechas arriba anotadas (1 y 2 de diciembre de 2000), anoto que resulta ser reedición de lo alegado en la instancia. Esto fue resuelto sin arbitrariedad y/o absurdo por el “a quo” a fs. 61 y 66 del remedio, pesando sobre la recurrente la carga de demostrar las grietas del razonamiento utilizado por el tribunal de grado, lo cual aparece como objetivo malogrado. Cabe, entonces, recordar que resulta insuficiente el recurso que no se hace cargo del razonamiento empleado por los jueces de grado para rechazar un planteo sobre el cual se insiste en sede de recursos (Sala III, sent. del 28/11/00 en causa 3382, “Gérez”). 

2. Entiendo que la autoría se encuentra probada mediante la identificación efectuada por toda la comisión policial que intervino en los hechos y declaró en debate a cargo del Oficial Ermantraut (ver fs. 64 y 64 vta.), a lo que suma lo aseverado en el parlamento del órgano “a quo”, dando razón de su conclusión de fs. 66, por la que asigna credibilidad a los dichos de los efectivos policiales y no a lo vertido por los testigos que acercara la defensa (fs. 66 vta. y 67), sin que esta exteriorización de pensamiento configure absurdo o arbitrariedad. Adunado a esto, tenemos que todos los acontecimientos ocurrieron en zona rural, donde la escasa población es plenamente conocida por vecinos, individualizada la más de las veces no sólo por su apariencia física, sino también por el modo de vestirse o por las cosas o animales de que se sirve (vgr.: predio rural  “El Arroyito”, ubicado en el Cuartel III del partido de Adolfo Alsina), por lo que no resulta arbitrario que la comisión policial haya identificado a los inculpados al bajarse del auto y emprender la fuga, máxime tratándose de hermanos cuya fisonomía ayudaba en ese menester individualizador. 

Voto por la afirmativa.


A la misma tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Adhiero al voto del doctor Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la afirmativa.
A la misma tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero al voto de los colegas preopinantes, en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Voto por la afirmativa.
A la cuarta cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:

Respecto a la utilización de un  vehículo para perpetrar la sustracción, motivo calificante en el marco del delito de abigeato, subrayo que la mayor o menor vetustez no incide en la acriminación, como tampoco en su esencia locomóvil. Basta remitirse al texto del art. 167 ter del Código Penal y a  la categorización que efectúa el art. 5 del Decreto-ley 6582/1958. Aquí la ventaja de utilizar un rodado para perpetrar el atentado a la propiedad es más que evidente, pues sólo basta tener presente el paso “cansino” del ovino llevado en arreo comparándolo con la posibilidad  de ganar distancias que provee un vehículo automotor, por vetusto que éste sea.

Voto por la negativa.

A la misma cuarta cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:

Adhiero al voto del doctor Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Voto por la negativa.

A la misma cuarta cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero al voto de los colegas preopinantes, en igual sentido y por los mismos fundamentos.

Voto por la negativa.
A la quinta cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:

Respecto a mensuración de la pena y el pretenso buen concepto descartado, el Tribunal ha dado sobradas razones por las cuales no toma en cuenta esos testimonios (fs. 70 vta.), y dado los antecedentes negativos que registran los encartados, no aparece como absurda la eliminación de esta atenuante frente al comportamiento criminoso anterior. Máxime cuando esta sede tiene advertido que:

“El concepto vecinal no configura un dato de cual pueda predicarse certeza y univocidad si los testigos dijeron no haber mantenido continuidad en el trato con el imputado, ni se revelaron conocedores de sus hábitos sociales o laborales (Sala III, sent. del 4/4/01 en causa 3928, “Córdoba”).  Asimismo, el buen concepto vecinal adquiere un carácter relativo, puesto que a los ojos de quienes suministran el informe, tal cualidad –positiva o negativa- se adquiere con un comportamiento que tenga cierta dosis de ejemplaridad, es decir que el elemento capital es la forma de ser y de mostrarse en la comunidad donde tiene asiento su persona. Empero, lo dicho tiene dos restricciones en punto a su atendibilidad. La primera radica en las características del vecindario o del grupo social que juzga como “bueno” el comportamiento, toda vez que si se tratara de personas dedicadas al delito o actividades reñidas con la moral y las buenas costumbres, bien poco significaría que albergaran un buen concepto respecto del procesado. Y también –y esto es verdaderamente gravitante-, importa el grado en que la persona objeto de la información desarrolla sus actividades en ese vecindario, porque si sólo acude a su vivienda a pernoctar, muy poco es lo que pueden aportar sus vecinos que sea de importancia en la tarea de formar convicción en punto a los arts. 40 y 41 del C. P.” (Sala I, sent. del 14/4/05 en causa 5554, “Pazzi y Conte”,  mayoría)

A todo evento, esta sede ha sentado, por mayoría, criterios que tornan razonable la subjetivización efectuada. Sólo me resta, entonces, transcribir que la Sala ha dicho que:

“La gravedad del ilícito penal se objetiva en las escalas penales; empero, sólo en la semisuma o punto medio entre mínimo y máximo en los delitos castigados con penas divisibles, está centrado el orden de gravedad en los distintos tipos incorporados al Código penal.  Esto no sólo surge de la ley 24.767 e instrumentos internacionales como el Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo de 1940, sino que también lo trasuntaba el establecimiento de una pena fija modificable por atenuantes y agravantes tasados, recogida en el Código Penal de 1881 que, merced a la ley 24.967, puede hoy ser invocado como principio de derecho con obvia virtualidad en la integración de vacíos normativos” (Sala I, sent. del 25/8/00 en causa 513, “Espíndola”, mayoría).

“Establecida la gravedad del ilícito en la escala penal amenazada, el legislador permite subjetivizar, “id est”: adaptar la sanción atendiendo a las circunstancias atenuantes y agravantes que emergen del autor, de la víctima y de la sociedad en que la conducta se concreta. En un régimen republicano, esa graduación no puede ser irrazonable, como tampoco en un Estado de derecho quedar reservada al sentir de cada intérprete. De ahí que el Código Penal argentino haya establecido en sus arts. 40 y 41 algunos elementos básicos para que la tarea no anide en el puro arbitrio judicial. A partir de tales datos y frente al caso penal, al operar atenuantes la pena se acercará al mínimo de la escala sancionatoria, mientras que incidiendo agravantes se arrimará al máximo amenazado” (Sala I, sent. del 25/8/00 en causa 513, “Espíndola”, mayoría; ídem del 7/12/00 en causa 1633, “Guazzi”, mayoría; ídem del 24/5/01 en causa 946, “Garibaldi”, mayoría; ídem del 13/11/03 en causas 2929, 2947 y 2948, “Ríos y otros”, mayoría).

“En todo el sistema de graduación de la pena subyace la proporcionalidad y el equilibrio. Ningún elemento puede ser eliminado so pena de erosionar una idea de armonía entre todas las acriminaciones. Suprimir el juego de las atenuantes reservándolas para actuar sólo en el supuesto que concurran agravantes, implicará borrar la distinta entidad objetiva que asume cada delito dentro del sistema, como la posibilidad, por ejemplo, de premiar la menor dosis de injusto y las conductas posteriores que procuren morigerar o eliminar el daño causado y, en definitiva, también no tener presente que la orientación  liberal de la Constitución Nacional y, en su consecuencia, del Derecho penal argentino, implica computar el mérito y el demérito que, como todo lo axiológico, poseen también gradaciones y categorizaciones” (Sala I, sent. del 25/8/00 en causa 513, “Espíndola”, mayoría; ídem  del 7/12/00 en causa 1633, “Guazzi”, mayoría; ídem del 13/11/03 en causas 2929, 2947 y 2948, “Ríos y otros”, mayoría). 

Respecto al nulo propósito de enmienda, entiendo que asiste la razón a la parte, toda vez que luego de evaluarse negativamente los antecedentes penales, se procede a dar jerarquía agravatoria a lo que es mera consecuencia o conclusión evidente de su mención, cual es que brilla por su ausencia el impulso hacia el bien y la integración social.

También entiendo mal endilgada, de acuerdo a nuestra doctrina, la “…actitud asumida con posterioridad al ilícito, la cual provocó el necesario despliegue de medios tendientes a efectivizar la aprehensión de los autores…”. Esta sede tiene dicho que la conducta posterior agrava sólo en caso de entorpecimiento del accionar de la justicia (ver voto en causa 4204) y en el caso sólo consta que los encartados huyeron, dejando los lanares sustraídos en el interior del rodado. O sea que no entorpecieron nada, sólo procuraron resguardar su libertad frente al accionar represivo y no advierto en ello circunstancia peyorativa alguna. Aclaro aquí que asumo oficiosamente el tópico en función del art. 371 del ritual (texto según ley 13.260).

Con el alcance apuntado, voto por la afirmativa.

A la misma quinta cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:

Expreso la minoría en punto al modo de abordar la escala penal. Excepto en ello, adhiero al voto del doctor Piombo.

Voto por la afirmativa.


A la misma quinta cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero al voto del Doctor Piombo, en lo que respecta al tratamiento de los agravios –que en los términos de los arts. 40 y 41 del C.P.- plantea el recurrente.

Dejo constancia no obstante que en lo que      respecta a la individualización de la pena coincido con la doctrina sentada por la Suprema Corte de Justicia, que ha descartado expresamente la obligación de partir siempre del mínimo legal de la escala penal. Ha sostenido, que la inexistencia de agravantes y la concurrencia de atenuantes no implica de por sí la necesidad legal de imponer el mínimo de pena contemplado para el delito respectivo, ni la transgresión de los arts. 40 y 41 del Código Penal (cfr. P. 56.481, sent. del 27-II-1996 y P. 38.661, sent. del 6-II-1990), como asimismo que no existe punto de ingreso a la escala penal (cfr. P.79.708, sent. del 18-VI-03).


Del mismos modo se ha sostenido que no hay método alguno que permita transformar los juicios valorativos en cantidades numéricas de modo que, salvo supuestos excepcionales de notoria desproporción o irracionalidad, resulta improcedente el recurso casatorio que se limita a tildar de excesivo el monto de la pena escogido por el "a quo" (cfr. mi voto en causa N° 6896).

En cambio no puedo acompañar a mis colegas cuando proponen el tratamiento oficioso de la agravante consistente en la “...actitud asumida con posterioridad al ilícito, la cual provocó el necesario despliegue de medios tendientes a efectivizar la aprehensión de los autores...” desde que al no haber sido cuestionada oportunamente por la defensa, llega firme a esta Sede y, como lo expusiera en causa nº 5456 “Lazara” a cuyos argumentos me remito brevitatis causae, este Tribunal carece –en ese punto- de competencia revisora. 

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.


A la sexta cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:

En función del consenso alcanzado corresponde: 1) declarar admisible el recurso interpuesto por la Defensora Oficial del Departamento Judicial Trenque Lauquen, Dra. María Elena Amantegui en favor de sus asistidos R. O. C. y C. C. C.; 2) por los fundamentos dados, declarar prescripta la acción penal respecto de los delitos de los arts. 150 y 164, en función del 42 del C.P., atribuidos a C. C. C., decisorio que pasará a ser definitivo una vez glosados los informes del Registro Nacional de Reincidencia con negativo resultado, trámite que cabe encomendar al Tribunal Criminal N° 1 del Departamento Judicial de Trenque Lauquen interviniente en autos; 3) rechazar los planteos en punto al cuerpo del delito y autoría, acogiendo sólo parcialmente en lo referido a la formación de la sanción, respecto de la cual, dado  –por sus fundamentos- la desafectación de una circunstancia agravatoria y –por mayoría y sus fundamentos- la sumación de una minorante, entiendo cabe reducir la pena a Roberto Omar Cantón a tres años y dos meses de prisión y a Claudio Carlos Cantón a tres años y once meses de la misma especie de pena; sin costas en esta sede (arts. 40, 41, 142 inc. 1, 150, 166 inc. 2, 189 párr. 3 del C.P.; 448, 449, 450, 451, 454, 456, 460; 530 y 531 del C.P.P.).

Así lo voto.


A la misma sexta cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Adhiero al voto del doctor Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.
A la misma sexta cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:


Dejando a salvo mi opinión expresada al votar la cuestión precedente, adhiero al voto de los colegas preopinantes, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.
Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, el Tribunal resuelve:

I.- Declarar admisible el recurso interpuesto por la Defensora Oficial del Departamento Judicial Trenque Lauquen, Dra. María Elena Amantegui en favor de sus asistidos R. O. C. y C. C. C., contra la sentencia de fecha 8/2/2002, en causa N° 218 del registro del Tribunal en lo Criminal N° 1 deptal.

II.- Por los fundamentos dados, declarar prescripta la acción penal respecto de los delitos de los arts. 150 y 164, en función del 42 del C.P., atribuidos a C. C. C., decisorio que pasará a ser definitivo una vez glosados los informes del Registro Nacional de Reincidencia con negativo resultado, trámite que cabe encomendar al Tribunal Criminal N° 1 del Departamento Judicial Trenque Lauquen interviniente en autos.

III.- Rechazar los planteos en punto al cuerpo del delito y autoría.

IV.- Casar parcialmente el mencionado fallo y reducir la pena a Roberto Omar Cantón a tres años y dos meses de prisión y a Claudio Carlos Cantón a tres años y once meses de la misma especie de pena, ello –por los fundamentos dados- en virtud de la desafectación de una circunstancia agravatoria y –por mayoría y sus fundamentos- la sumación de una minorante; sin costas en esta sede.

Arts. 40, 41, 142 inc. 1, 150, 166 inc. 2, 189 párr. 3 del C.P.; 448, 449, 450, 451, 454, 456, 460; 530 y 531 del C.P.P.


V.- Cumplido con el registro legal, pase a la Mesa Unica General de Entradas (con principal 218 con sus agregados e incidentes), conforme al Acuerdo Extraordinario del pleno suscripto con fecha 28/12/04, para su notificación, con copia certificada de lo aquí resuelto al Tribunal Criminal N° 1 del Departamento Judicial Trenque Lauquen.


Arts. 33 y 36 del Reglamento Interno del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires.

Oportunamente archívese.

FDO.: HORACIO DANIEL PIOMBO - BENJAMIN RAMON SAL LLARGUES  - CARLOS ANGEL NATIELLO
ANTE MI: CRISTINA PLACHE

